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La regulación 
de la empresa 
pública en México MIGUEL DE LA MADRID H.* 

LA TRANSFORMACION DEL ESTADO 
Y LA EMPRESA PUBLICA 

Desde el inicio de este siglo es posible aprec iar una transforma­
ción fundamental en el Derecho mexicano. La Constitución 
de 1917 rompió los moldes clásicos de las constitu ciones y 
entretejió en su arti culado preceptos relativos a un nuevo sis­
tema económico y soc ial. La corriente de pensamiento que 
deriva de nuestras disposiciones fundamentales se renueva 
cada día, en el sentido de afirmar y reconocer en la sociedad 
humana una magna y compleja textura, configurada por diver­
sos factores cuya influenc ia es dinámica, redproca y cuya 
explicación sólo es posible desde perspectivas distintas e 
integrales. 

El tema de la empresa pública en México es trascendental 
por la participación creciente que tiene en la vida económica 
y por la importancia estratégica que representa para el Estado 
en la conducción y desarrollo de la sociedad mexicana_ 

Comprender el significado y desarrollo de la empresa 
pública, hace necesar io referirnos a sus orígenes, ya que su 
surgimiento ha sido paralelo al del México contemporáneo, 
al del México moderno. 

El país, guiado por sus tradiciones de independencia y de­
mocracia, ha tenidD en el transcurso de su historia un profun­
do respeto por la libertad y por ofrecer bases para una socie­
dad con justicia en lo social y nacionalismo en lo poi ítico y 
lo económico. 

Las desigualdades sociales que se produjeron desde el 
movimiento independentista, por la conservación de patro­
nes y estructuras coloniales, culminaron con el primer mo­
vimiento social de este siglo en América, que estab leció los 
nu evos postulados sobre la organ ización poi ítica y social en los 
que descansaría el desarrollo futuro del país. Esa nueva con­
cepción que promovió la Revolución de 191 O quedó consa­
grada en la Constitución de 1917. 

* Ponencia presentada por el Secretar io de Programación y Pre­
supuesto, el 15 de noviembre de 1979, en el Sem in ario Internaciona l 
sobre la Regulación de la Empresa Pública, con el titulo " A lgunas 
cuestiones sobre la regulación de la empresa pública en México". 
Dicho Seminario fue ce lebrado en la UNAM, como parte de los actos 
académ icos conmemorativos de l cincuentenar io ele la autonom(a 
universitaria. El tex to aqu( pub li cado cont iene pequeños cambios 
editor iales. Los subt(tu los son de la Red acc ión . 

Nuestro ordenamiento fundamental le dio al Estado, rom­
piendo con los postulados del liberalismo clásico, las facultades 
para intervenir en la vida económica y regular los patrones 
sociales para ll evar a cabo la transformación del país. 

La Constitución, de esta manera, se convirtió no sólo en 
un cuerpo de síntesis de las ideas que prevalecieron y se fueron 
formando en el curso de la luch a poi ítica y social, sino que se 
convirt ió verdaderamente en un instrumento de cambios 
sociales. 

A partir de la conso lid ación del Estado nacional, una vez 
concluido el período armado y para legitimar la estanc ia en el 
poder del grupo revolucionario, se ap licaron medidas de go­
bierno encaminadas a lograr los principios por los que se luchó. 

Los primeros gobiernos del período posrevolucionario 
persiguieron como principales objetivos, además de conser­
var la paz social que se requería para reactivar y reconstruir 
la vida económ ica, otorgar la libertad poi ítica clausurada en 
épocas anteriores, la justicia socia l impedida por la concentra­
ción del poder económico, la soberanía nacional en el ámbito 
internacional, y armonizar en torno a instituciones a los dis­
tintos grupos y clases sociales. 

Bajo estas características, el surgimiento de la emp resa 
pública está asociado a la etapa constructiva de la Revolución, 
como consecuencia de la vocación de modernidad del Estado 
mexicano, en su empeño por estar a la vanguardia de su tiempo 
histórico. 

La reconstrucción nacional y los primeros avances en el 
desarrollo económico y social del país, se dieron al lograrse 
la armonización poi ítica que reúne pacíficamente a los diver­
sos grupos y facciones combatientes en torno a un partido 
político que consagraba en su programa las principales aspira­
ciones de su época y que, desde entonces, cuenta con el apoyo 
de la mayoría. 

La década de los treinta marca prácticamente el inicio de la 
transformación del Estado mexicano, que amplía sus funciones 
de vigil ante y admin istrador de los servic ios públicos tradi­
ciona les, a fin de tener una participación decidida en las acti­
vidades productivas. En esta época se inicia la modernización, 
de manera importante, en la estructura y destino de los re­
cursos públicos, restringiendo la carga de los gastos militares 
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y admini strati vos e incrementa ndo las as ignac iones or ientadas 
a la infraestructura necesa ri a para iniciar un vigoroso proceso 
de industri ali zac ión, apoyado po1· el pwceso de la reforma 
agrari a, y para apoy a¡- los gas tos soc iales qu e elevarán la edu ­
cación, la segurid ad y bi enes tar soc ial de una nación en cre­
ciente - ex pl os ivo, dir(a yo, como más tarde nos darlamos 
cu enta- desarrollo demográfi co . 

En es ta etapa se inicia un cambio fund amental en la vida 
económi ca del pals, que se ve acompañada de situaciones 
de coyuntura, qu e culmina con un increm ento en el sector 
paraes tatal del Gobierno federal. 

Por dec isión qu e reafirmó la soberan(a nacional , se nacio­
nali zaron los hidrocarburos y se ti ene participación en otros 
sectores estratégicos; también en aqu el tiempo se puso en 
práctica la poi ltica de construcci ón de grandes obras hidráu­
licas, construcción de carreteras y demás servi cios de infraes­
tructura, qu e se vi eron compl ementados con facilidad es para 
el establ ecimiento de centros industriales y con medidas que 
propiciarlan el evados márgenes de rendimiento. 

El Estado mexicano, ante la pluralidad de nuevas respon­
sabilidades que adquiere por su carácter de rector en el pro­
yecto nacional, arnpl la el espacio social y poi ltico, propiciando 
la creación y organización de una nu eva sociedad en la que 
abarca a todos los sectores en su propósito de llevar a sus 
últimas consecuencias los postulados plasmados en la Consti­
tución, que sirven de fundamento a la actividad rnisrna del 
Estado en la promoción del desarrollo con justi cia social. 

Merece especial mención la trascendencia que tiene la 
empresa pública en la transformación rnisrna del Estado, corno 
elemento vital del nacionalismo y apoyo a la soberan(a ante los 
retos del desarrollo y las amenazas del exterior. 

En México es evidente el papel distinto que ha tenido el 
Estado en comparación con otras sociedades, principalmente 
en el continente europeo . En tanto que allá el Estado surge 
corno organización poi ltica de naciones integradas, de so­
ciedades que logran su propia densidad económica previa, 
y surge corno la superestructura que viene a consolidar a 
las comunidades nacionales, en América, en cambio, funda­
mentalmente en la América Latina, el Estado es un elemento 
que viene a integrar y a constituir la sociedad civil. 

El Estado no solamente fue el reflejo de una comunidad 
nacional integrada sino que, por la acción de ciertos segmentos 
y grupos poi lticos, viene en realidad a constituirse en cataliza­
dor de la formación de las sociedades. Y ello se acentúa en 
nuestro caso cuando, despúes de la Revolución de 191 O, 
el Estado se convierte en el rector y diseñador de un nuevo 
estilo de sociedad, atendiendo a ciertos valores políticos 
fundamentales . 

Alrededor de la búsqueda de estructuras sociales rnás justas 
y de la reafirrnación del nacionalismo económico, es corno el 
Estado en México ha ido construyendo, y está a la vista, una 
nueva sociedad moderna con aspiración a incorporarse a co­
rrientes de bienestar que no pudieron producirse bajo los mol ­
des de una sociedad liberal y de una economía simple de 
mercado. 

Dentro de esta concepción , el sector paraestatal se ha con­
vertido en un importante creador de fuentes de empleo, inver­
sor y dem andante de recursos públicos, vi endo refl ejada su 
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importancia en la crec iente parti cipac ión qu e ti ene en el 
presupuesto público . 

Siendo el Estado rector y árbitro en las decisiones que afec­
tan las variabl es fundam entales de la sociedad, hemos dis­
pu esto de un sistema de convivencia en las empresas nacio­
nales dond e los agentes privados se encargan, corno regla 
ge neral , de la producción y distribución de los bienes y ser­
vicios que demanda el mercado, constituyéndose en un rno­
vili zador dinámico de recursos; en tanto que la participación 
estatal, en general, actúa en los renglones estratégicos para la 
marcha económica del país y que conviene controlar de 
manera directa para afirmar la rectorla del poder público 
en los fenómenos de la producción y distribución, as( corno 
en aquellos campos en que el riesgo, monto de la inversión y 
plazos de gestación de los proyectos, inhiben al capital de 
lucro. 

Es en este sentido que al constituir una empresa con el 
ahorro privado se buscará, con la transformación del ciclo 
económico, lograr un rendimiento adecuado del capital inver­
tido que permita, por una parte, preservar ese ahorro de los 
particulares y, por otra, ofrecer un margen de ganancia ra­
zonable que haga atractivo el riesgo. 

Para el caso de la empresa pública, su creación o, en su caso, 
su vida dentro de la econorn (a, obedece a objetivos de poi ítica 
económica para ser empleada corno elemento redistribuidor 
del ingreso, proporcionar la infraestructura que el país requiere, 
generar fuentes de empleo y promover y fomentar el desarrollo. 

En suma, la empresa privada, sin olvidar sus repercusiones 
en la formación de ahorro, inversión y empleo, ha representa­
do para sus poseedores un fin en sí rnisrna y su éxito ha de­
pendido de la actuación de sus administradores, sujetos a la 
influencia del mercado en donde se desarrolla. Esta actitud 
tradicional, por cierto, debe cambiar, ya que la empresa pri­
vada, ante los retos de la sociedad y para asegurar su super­
vivencia corno forma jurídica y económica, debe armonizar 
su interés legítimo con la responsabilidad social y la solidari­
dad con las grandes metas del proyecto nacional. 

Por su parte, la empresa pública es un medio que utiliza 
el Estado para alcanzar un fin social, lo que la obliga a seguir 
reglas de conducta específicas. Sin embargo, la administra­
ción rentable de las empresas del Estado, además de factible, 
es un imperativo que exige el desarrollo del país. Decir que 
la motivación económica de la empresa pública es diferente, 
por razones esenciales, al de la empresa privada, no es afirmar, 
en forma alguna, que la empresa pública debe descuidar las 
consideraciones económicas y de rentabilidad. El apoyo al 
sector paraestatal es fundamental, siendo de interés fortalecer, 
con criterios de racionalidad administrativa y eficiencia econó­
mica, al sistema paraestatal para que desarrolle en forma sana 
a las empresas que administre; es por ello que, si bien las 
reglas de regulación y medición son semejantes, no pueden ser 
iguales . Basta señalar la presencia de algunos problemas, unos 
de carácter estructural y otros de coyuntura, que afectan las 
relaciones financi eras y operativas de, las empresa públicas. 

Un caso evidente es el que se muestra en el rezago de los 
precios y tarifas de los bienes y servicios que produce el Esta­
do, pues a pesar de los importantes esfuerzos de la sociedad 
para absorber los aumentos que se fijan, siguen siendo insu ­
ficientes para generar el ahorro necesario para financiar su 
expansión al ritmo que requiere el proceso económico general. 
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La generac10n interna de recursos debiera constituir la princi ­
pal fuente de financiamiento operativo y de inversión de la 
empresa pública; esto, en algunas ocasiones, se ha visto obs­
taculizado, pues en distintos momentos se ha requerido subsi ­
diar ramas económicas especificas, alejando a la emp resa 
pública de la posibilidad de mantener una adecuada estabili­
dad financiera. 

Asegurar la demanda hizo, además, que las empresas públi­
cas enfrentaran fuertes programas de inversión, con períodos 
largos de maduración y rentabilidad poco atractiva, que les 
permitieran disponer de la capacidad suficiente para satisfacer 
oportunamente la oferta de bienes y servicios, tanto en el 
corto como en el mediano y largo plazos, indispensables éstos 
para atender el crecimiento de la actividad productiva del 
país, por el carácter estratégico que tiene. 

Sin disponer de los recursos internos suficientes y ante las 
limitaciones en las finanzas públicas para capitalizar oportuna­
mente a su sector paraestatal, se hizo entonces necesario re­
currir a los mercados financieros del exterior para comple­
mentar el financiamiento de la inversión pública en esta rama 
tan importante. Esta situación produjo fuertes presiones 
que incidieron sobre los costos y la estabilidad financiera de 
las empresas, además de que las condiciones de contratación 
de los créditos relativos, por la situación difícil que ha preva· 
lecido en los mercados financieros internacionales en los 
últimos años, no siempre fueron acordes con los per(odos 
de gestación de los proyectos y han ocas ionado serios per­
juicios a las empresas públicas. 

En síntesis, la empresa pública ha constituido en los últi ­
mos decenios uno de los instrumentos más importantes de que 
dispone el Estado para la promoción del desarrollo econó­
mico y social. Su papel estratégico ha posibilitado en gran 
medida el crecimiento del país. Sin la empresa pública no 
hubiera sido posible, en forma alguna, observar el crecimiento 
económico tan dinámico que ha experimentado el país en 
los últimos 50 años. 

REGULACION DE LA EMPRESA PUBLICA 

Con el marco de referencia descrito, en el que nos ocupamos 
de la transformación del Estado y el papel desempeñado por la 
empresa pública, lo? objetivos que se plantean -restructura­
ción y mecanismos modernos de administración- correspon­
den a una realidad actual que refleja la dimensión del sector 
paraestatal en su evolución e importancia relativa, por lo que 
su regulación ni actúa en abstracto ni alejada de sus requeri­
mientos y finalidades . Esta regulación, por necesidad, debe 
ser flexible y suficiente para las condiciones específicas de la 
empresa pública. 

En este sentido, la regulación obedece, fundamentalmente, 
al ejercicio que realiza el Estado de una función de guía y 
tutela administrativa para preservar a la empresa pública como 
unidad integrada. Esa tutela debe ser origen y relación en la 
pluralidad de órganos del Estado, entrelazándolos para que 
los fines individuales no se aparten de los fines globales de la 
administración . 

La regulación, ordenada en forma sistemática y congruente 
debe considerar facu 1 tades normativas con es trie to apego al 
respeto de la autonomía jur(dica y patrimonial de las entidades 
públicas. 
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Desde la perspectiva del Derecho, la evolución de la empre­
sa pública se ha regulado a través de una serie de disposiciones 
de diversas categorías que van desde aquellas que tienen rango 
const itucional hasta los reglamentos secundarios o comunes. 

En el nivel constitucional, se encuentran estab lecidas las 
funciones regul adoras respecto a la empresa pública que corres­
ponden, por una parte, al Poder Ejecutivo y, por la otra, al 
Poder Legislativo, integrándose as( un sistema normativo de 
responsabilidad para el sector paraestatal que coadyuva a 
mantener, a la vez, un sano equilibrio entre los poderes de la 
Unión. 

Si bien en nuestro ordenamiento fundamental no se precisó 
una teoría de la empresa pública, sí se dejaron asentadas las 
principales atribuciones para la participación regulatoria del 
Estado, quedando implícitas, en mi concepto, las facultades de 
utilización de intrumentos de política económica, entre los 
cuales puede incluirse al sector paraestatal. 

Sin embargo, en vista de la evolución de la empresa del 
Estado y de la realidad económica y social, se hace necesaria la 
expedición de una norma constitucional que establezca la 
naturaleza, función y objetivos de la empresa pública en 
México. 

La diversidad jurídica en el origen y regulación de la empre­
sa pública se ha transformado, desde una norma de orden 
común que transita por la coyuntura y la agregación, pasando 
por los primeros intentos de articulación y regulación guberna­
mental con la expedic ión, en 1947, de la primera Ley para el 
Control de los Organismos Descentralizados y Empresas de 
Participación Estatal, hasta llegar en nuestros días a la regula­
ción de las actividades de las empresas públicas consideradas 
dentro de un sistema global y como partes integrantes de va­
rios subsistemas, de acuerdo con criterios de planeación, coor­
dinación y evaluación de sus resultados, en función del pro­
grama de gobierno de la nación . 

El desarrollo de la empresa pública en México se hizo en 
gran parte mediante un proceso de agregación. En la medida 
en que los gobiernos se enfrentaban a obstáculos por superar, 
fueron estableciendo diversas entidades mediante distintos 
mecanismos: a veces mediante la expedición de reglas legisla­
tivas; otras utilizando la forma del derecho privado para esta­
blecer empresas que en realidad eran ya, desde su nacimiento, 
de derecho público, por la participación patrimonial del 
Estado y por las facultades de mando reservadas a la adminis­
tración central. 

La fdlta de experiencia jur(dica en estas nuevas formas de 
organización económica hizo que, en muchos casos, fueran 
los marcos del derecho privado los que dieran crecimiento a 
las entidades del empresariado público. 

La Ley del 47 fue ya un intento de dar cierta congruencia 
a la dirección, tutela y vigilancia del Estado, sobre la cada 
día más variada y numerosa empresa pública. 

Es propiamente hasta años recientes cuando, alrededor de 
una profunda reforma administrativa, se ha estado sistema­
tizando en México la regulación y el control de nuestras 
empresas públicas. 

En efecto, la actual administración envió al Congreso de 
la Unión, como uno de sus primeros actos de gobierno, 
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iniciativas que se plasmaron en las leyes que le están dando 
una nueva configuración, un nuevo perfil y un nu evo estilo a 
la administración pública en México . 

Me refi ero a las leyes Orgánica de la Administración 
Pública Federal, la de Pr-esupuesto, Contabilidad y Gasto 
Público, y la General de Deuda Pública, como las más 
relevantes. Estas leyes ya constituyen, en mi opinión, el 
marco fundamental de la regulación institucional de las 
empresas públicas en México, sobre todo en su aspecto 
externo, en el aspecto de la relación entre la administración 
central y el sector paraestatal. 

Destacan en estas normas las funciones de diversas de­
pendencias del Poder Ejecutivo, que tienen responsabilidad 
de tipo global, como son la de Hacienda y Crédito Público y 
la de Programación y Presupuesto, dependencias que tienen 
facultades de orientación y apoyo general en la adminis­
tración pública paraestatal. 

Esta es una solución diferente a las que se han aplicado 
en otros países, con diversos resultados, de adscribir la 
regulación del sistema de vigilancia de las empresas del 
Estado a una sola entidad. En nuestro sistema se ha consi­
derado que la regulación, tutela y vigilancia de la empresa 
pública debe ser una responsabilidad compartida entre las 
diferentes secretarías de Estado, de acuerdo con las fun­
ciones de cada una. Así, la Secretaría de Programación y 
Presupuesto interviene en los aspectos de planeación, presu­
puestación, seguimiento, control y evaluación del com­
portamiento de la empresa pública. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, fundamen­
talmente, regula a la empresa pública a través de establecer el 
régimen fiscal correspondiente, que tiene, en varios casos, 
diferencias importantes respecto del régimen fiscal ordinario 
de las empresas privadas, y también ejerce la poi ítica de 
control de endeudamiento de dichas empresas. 

Este entorno jurídico se complementa, además, con los 
acuerdos presidenciales, que se han llamado sectoriales, a 
través de los cuales las empresas públicas se agrupan por 
sectores de administración gubernamental, instituyéndose la 
figura del Coordinador Sectorial, a quien corresponden atri­
buciones específicas en materia de planeación, coordinación 
y evaluación de las operaciones de las entidades públicas que 
se le adscriben. 

Los coordinadores sectoriales son una instancia intermedia 
entre las secretarías globalizadoras, o de responsabilidad 
general, y las entidades propiamente dichas; a cada sector 
corresponde la responsabilidad de impulsar también los pro­
cesos de planeación, programación, presupuestación, evalua­
ción y control de las entidades que le son adscritas por 
sectores económicos, sea la industria, la agricultura, el co­
mercio, el turismo o los transportes, para señalar, en forma 
destacada, los principales sectores de actividad que se han 
encomendado a los coordinado res sectoriales. 

El Acuerdo de Sectorización de la administración pública 
paraestatal, que siguió a las leyes básicas, constituye la 
primera regulación por sectores de la empresa pública en 
México, siendo este Acuerdo complementado por lineamien­
tos básicos para la operación del sistema, que se han 
consignado en documentos que aún no ti enen una naturaleza 
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jurídica formal sino qu e constitu ye n criteri os de la adminis­
tración central aprobados por el Presidente de la República 
para orientar la a pi icación de las leyes fund amentales de la 
administración pública y de los acuerdos de sectorización. 

Estamos, pues, ensayando un sistema nuevo de manejo, 
regulación y control de la empresa pública, a través de la 
concepción de sectorización. Podría considerarse necesario, 
en mi opinión, una vez que maduren y se sistematicen estas 
experiencias, contar con una legislación especial más com­
pleta, integrada y sistemática que formalice el sistema de 
tutela sectorial de la empresa pública en México. 

Es conveniente considerar, dentro de la regulación jurídica 
de la empresa estatal, la necesidad de relacionar la Ley 
General de Deuda Pública, la de Presupuesto y Gasto Público 
Federal y la Ley para el Control de Organismos y Empresas 
de Participación Estatal vigente, esta última, desde hace 
muchos años, rebasada en mucho por la realidad y que está 
en proceso de adecuarse mediante un nuevo proyecto legis­
lativo que está siendo estudiado en algunas dependencias del 
Ejecutivo. 

Relacionadas estas leyes, tanto en sus aspectos normativos 
como reglamentarios, tendríamos en México un sistema 
jurídico con aproximaciones técnicas, pero con un contenido 
eminentemente económico, para regular esta forma de 
gestión de la empresa pública en relación, primero, a su 
entorno social, a sus relaciones con el Gobierno central, a sus 
aspectos corporativos internos y en materia de régimen 
financiero, administrativo y de equilibrio, entre los factores 
de la producción. 

En efecto, la regulación de la empresa pública necesa­
riamente tendrá que considerar el ámbito externo, su en­
torno social; también su liga con el Gobierno central, tanto a 
nivel del Poder Ejecutivo como del Poder Legislativo y 
fundamentalmente sus aspectos corporativos internos que en 
mucho todavía se regulan por reminicencias del derecho 
privado, que no siempre resulta adecuado para las caracte­
rísticas y la dinámica de la empresa pública contemporánea 
de nuestro país. 

Constantemente se tiene que recurrir, en forma reiterada, 
a normas de derecho privado para regular acciones o actos de 
las propias empresas públicas, pero también constantemente 
nos damos cuenta de la insuficiencia de estas normas que, 
sólo por analogía y en forma supletoria, se aplican a esta 
actividad que obviamente tiene sus propias y distintivas 
características. 

Actualmente la regulación se realiza mediante las diversas 
leyes, decretos y acu erdos del Ejecutivo Federal, así como 
las escrituras constitutivas, estatutos sociales y reglamentos 
que rigen, en lo particular, a cada una de las empresas 
públicas. Esta diversidad de instrumentos de regulación im­
pide la adopción de criterios uniformes en cuanto a su 
administración y funcionamiento y, eventualmente, en las 
modificaciones en la vida de las mismas. 

Dentro del sistema de Derecho debe distinguirse la regu­
lación con dos finalidades principales : la primera, la necesaria 
disposición de un derecho económico moderno que dé el 
marco de la actuación y objetivos que han de alcanzarse, así 
como una ordenación racional de las distintas disposiciones 
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para la form ac ión de es tos entes eco nómicos . La segunda 
finalid ad consiste en lograr la comprensión de las acci ones a 
través del análi sis y resultados de gestión, co n objeto de 
veri fica r y evalu ar las acc iones importantes y ap rec iar la 
medid a de cum plimiento , cuanti tativa y cuali ta ti vamente, de 
los propósitos y poi íticas qu e se les fij an a las e m presas 
pú bli cas. 

Guiar la actuación administrativa dentro de un marco de 
ordenaci ón y márgenes de libertad de gestión, permite el 
aprovechamiento de los esfu erzos, la prec isión de responsa­
bilidades y el mantenimiento de un ambi ente de confianza 
general. Por ello, los instrum entos de seguimi ento deben 
apartarse de co ntroles basados en detall e a priori, debi éndose 
encaminar las innovac iones a determinar índices de med ición 
de efi cienc ia y produ ctividad, fij ándose como meta la di spo­
sición de sistemas adecu ados de evaluac ión, tanto a ni vel 
interno de las empresas, a nivel de los coordinadores sec to­
ri ales y a ni vel de las dependencias globa\i zadoras del Poder 
Ejecutivo Federal, por una parte, como, por la otra, en el 
ámbito del Poder Legislativo, principalm en te para el ejercicio 
de las fac ultades de la Cámara de Diputados y para el auxili o 
que requiere la Contadu r ía Mayo r de Hac ienda, el órgano 
técnico de apoyo de la Cámara de Di putados , para evaluar la 
Cu enta Públi ca qu e el Poder Ejecuti vo presenta anualm ente a 
esa representac ión nac ional . 

En este sentido , el Derec ho debe atender a los instru­
mentos de regulaci ón disponibles, como a las acc iones en 
materi a fin anciera y administrativa, fo rmá nd ose un conjunto 
normat ivo que dé resp uesta a las necesidades ac tuales. 

Los in strum entos de regul ació n qu e están reg idos básica­
mente por disposi ciones de orde n común , fund amentalm ente 
tomadas de los principios de la vigil anc ia de las soc iedades 
mercantiles, deben evidentemente se r res tructurados por una 
leg islac ión de ca rácter público en la materi a. 

Estamos ahora tod avía con la confusión de manejar las 
dec isi ones y la vi gilancia de nues tras entidades públicas 
mediante una convergencia, no siempre sistemática, de los 
órganos t radici onales del derecho mercantil : asambleas de 
accioni stas, co nsejos de ad mini strac ión, comi sarios y audi ­
tores ex ternos. En muchas ocasi ones nos damos cu enta de 
que el cumplimiento de es tos moldes rep resenta un mero 
formuli smo, que no trasciende en decisiones efec tivas de 
interés público sino en una fa lta de operatividad de las 
facultades de mando, de ges ti ón, contro l y vigil anci a de las 
di versas e m presas . 

Desde la perspectiva del derecho público las asambleas el e 
accionistas no se encuentran normadas con la suficiente 
amplitud y alcance, observándose una ause ncia de rel ación 
con los órga nos de gobierno y de vigil ancia en las empresas. 

La necesari a di sposición de regul ac ión y relac ión en estos 
instru mentos es espec ialm ente importante, ya qu e en estas 
emp resas el Estado parti cipa en form a asoc iada, en donde se 
co nfrontan intereses y fac ultades dentro de l propi o Gobierno 
centra l, sobre la ori entac ión de las empresas . 

La regulac ión fin anciera es tá contenid a, en sus principales 
aspec tos, en la Ley el e Gasto y Presupues to Público y en la 
Genera l de Deud a Pública, siendo necesari o que en form a 
paralela a los avances téc nicos se prevea la norm a que regul e 
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sistemas modernos ele administrac ión y esqu emas adecuados 
de medición. 

La norma en materi a ad mini strati va debe incluir reg las 
sob re los recursos que movili cen las empresas púb li cas, tanto 
en sus aspec tos materiales, co mo mo netari os y de se rvic io 
civil. 

Deben es tablece rse guías a los ad mi nistradores par-a re­
gul ar la situ aci ón financi era, el endeudamiento, la capitali­
zación y, en su caso, la concesión y transparencia en los 
subsidi os que otorguen las empresas por cuenta del Estado. 

Este conjunto de reglas debe estar incluido en el marco 
normati vo del Derecho público, por lo que considero que la 
ci encia del Derecho deberá avanzar en su investi gac ión para 
qu e, con otras di sc iplinas sociales, se actuali ce el sistema de 
regul ac ión que ati enda los as pec tos sustantivos y éstos 
puedan es tar debidamente sustentados medi ante la norm a y 
sea fac ti ble di sponer de un derecho económi co moderno. 

Es innegabl e qu e en la actuali dad el Estado mexicano es tá 
mejor orga ni zado para ll eva r a cabo la función rectora dentro 
de la eco nomía y el desa rroll o de l país, y para actuar dentro 
el e un efici ente marco jurídico y administrativo como el 
principal agente din ámico de in tegración social. 

Sin embargo, la regul aci ón por sí misma no garanti za 
resultados favorabl es. Es necesari o que ante el Derecho se 
acompañe la responsabilidad del empresa ri o público; la res­
ponsabilidad entendida como un deber soc ial, ad ministrativo, 
financiero y poi ítico. 

Responsabilidad soc ial entendida como honestidad ma­
te ri al e intelectual que lo obliga a entregar sus capac idades a 
un mejo r se rvicio público, apartándose de la soberbi a y del 
di stanci amiento e ignorancia de las carenci as y neces idades 
de nuestra sociedad. 

Responsabilidad administrativa que representa conservar y 
acrecentar las instituciones construidas con el esfuerzo de las 
ge neracion es qu e nos antecedieron y que serán el legado para 
las que nos sucedan, siendo el desarrollo de las mismas lo 
que nos permitirá reali zar, en el futuro, el modelo de país 
que deseamos. 

Responsabilidad financiera qu e signi fiqu e el apego, la 
firmeza y la estricta obse rvancia de los 1 ím ites que impone la 
jerarqui zación de nu estros problemas y el establec imiento de 
prioridades en nu estros programas, requiri endo combinar la 
imag inación creadora con el ri gor técnico y la visión del 
futuro con el realism o que busca la óptima utili zación de los 
recursos disponibles del país, para consolidar y acrecentar su 
desarroll o y lograr la justicia soc ial. 

Responsabilidad política, porque la empresa públi ca no es 
una mera aventura económica de l Gobierno: es instrumento 
fund amental para lograr las grandes metas nacionales, para 
constru ir la sociedad lib re, democráti ca, justa e indepen­
di ente que marca la Consti tución como mandato poi ítico. 

La acc ión del empresari o público no puede concebirse 
só lo como la gestión de ciertos recursos : a la lu z de ciertas 
metas de construcción, de be concebirse como un mecanismo 
qu e fo rma parte de la acción política de la nac ión para 
lograr el tipo de soc iedad que todos deseamos . O 


